
Hace más de un mes que Santa Cruz exige 
el descongelamiento de los recursos prove-
nientes de las regalías del Campo Incahuasi, 
dispuesto por el Tribunal Constitucional Plu-
rinacional, y hace una semana que Chuquisa-
ca está en paro cívico rechazando la Ley de 
Límites Interdepartamentales entre esos dos 
departamentos. De este modo, se desarrolla el 
conflicto por la posesión de las regalías pro-
venientes del Campo Incahuasi, uno de los 
reservorios más grandes de Gas Natural en el 
país y fuente de esperanzas para miles de po-
bladores de las comunidades de ambos depar-
tamentos, sumidos en el atraso y la pobreza.

La población e instituciones de los dos de-
partamentos justifican su lucha por las rega-
lías, aduciendo tener derecho a la totalidad 
o a una parte importante de las regalías que 
pagan las empresas productoras por la explo-
tación de ese recurso natural no renovable, 
debido a que el yacimiento se encontraría 
en su territorio. Santa Cruz esgrime leyes de 
antigua data y un informe de una consultora 
contratada por Yacimientos Petrolíferos Fisca-
les Bolivianos (YPFB), mientras que Chuqui-
saca cuestiona tanto el mencionado estudio 
como la validez de los límites inter-departa-
mentales reconocidos utilizando esas leyes. 

Como el objeto de la discordia son los 
ingresos por concepto de regalías que se 
obtendrían de la explotación de ese cam-
po, procedimos a hacer un ejercicio con la 
información oficial disponible, para tener 
una idea de la dimensión de los mismos.

Como sabemos, la Ley 3058 de Hidrocar-
buros de 2005, reconoce —ratificando an-
teriores normas sectoriales— el derecho de 
los departamentos productores, a percibir 
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el 11% de la producción fiscalizada de cada 
campo que se encuentre en su territorio. 

Consecuentemente, considerando la pro-
ducción neta de gas natural de Incahuasi en 
2016, reportada por el Instituto Nacional de 
Estadística, de 17,6 mil millones de pies cú-
bicos, y un precio promedio de exporta-
ción estimado de 3,3 dólares por millar de 
pies cúbicos para 20161, las regalías para 
el departamento productor habrían suma-
do poco más de 6,3 millones de dólares.

Asimismo, si tomamos en cuenta la pro-
ducción proyectada por la operadora para los 
siguientes años —la llamada Primera Fase— 
de 6,5 millones2 de metros cúbicos diarios y 
un precio unitario promedio de 4.27 dólares 
por millar de pies cúbicos, las regalías para 
el departamento productor podrían haber su-
perado los 39 millones de dólares en 2017.

Esa cifra es importante si la compara-
mos con los ingresos anuales percibidos por 
los departamentos de Chuquisaca y Santa 
Cruz en los últimos cinco años (Gráfico 1).

 Si se cumplieran las expectativas de produc-
ción de la empresa operadora, las regalías por 
la explotación de gas natural del campo Inca-
huasi llegarían a un monto semejante al valor 
de las regalías percibidas por el departamento 
de Chuquisaca en 2017. En cambio, compa-
radas con las regalías recibidas en 2017 por 
Santa Cruz —que poseería el 100% del según 
el citado estudio realizado por la consultora 
GLJ Petroleum Consultants Ltd.—, las regalías 
estimadas de Incahuasi significarían un 37%.

Resulta obvio que, en cualquiera de los ca-
sos, en un escenario de caída importante de la 
producción y, por tanto, de las regalías depar-
tamentales, la inyección de nuevos recursos 
por la explotación de este campo resultaría 
de gran importancia. De hecho, el ingreso en 
la fase de producción del campo Incahuasi a 
partir de 2016, junto con el campo Aquío del 
mismo bloque petrolero, explica la recupera-
ción observada en los ingresos por regalías 
de Santa Cruz que se observa en el gráfico.

Sin embargo, aún siendo importantes los 
montos por regalías, la distribución de los 
ingresos totales por la venta de los hidro-
carburos muestra que aquellos constituyen 

1 Este precio corresponde al precio promedio 
ponderado de las exportaciones a Brasil y Argenti-
na reportadas por el Ministerio de Hidrocarburos.
2 http://www.total.bo/es-ag/total-en-bolivia/
total-en-bolivia
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la fracción menor. Como se puede observar 
en el Cuadro 1, el valor total de los Ingresos 
por Venta de Hidrocarburos del año 2015 
se distribuyó favoreciendo a las Empresas 
Transnacionales que obtuvieron más de un 
tercio del mismo: 37,2%. En esos ingresos 
se considera tanto la Ganancia del Titular, 
como los Costos Recuperados y el valor del 
Fondo de Promoción a la Inversión en Ex-
ploración y Explotación Hidrocarburífera3. 

En segundo lugar, como receptor de los se-
ñalados ingresos está el Gobierno Central con 
31,1%. En este caso, se considera que corres-
ponden a dicha administración: la participa-
ción directa del Tesoro General de la Nación 
(TGN) del 6%, además de los ingresos distri-
buidos a las Fuerzas Armadas, Policía Bolivia-
na, FONDIOC, al Fondo de Ayuda Interna al 
Desarrollo —para a masificación del uso del 
gas natural— y la fracción destinada al TGN, 
todos provenientes del Impuesto Directo a 
los Hidrocarburos (IDH), y los ingresos de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia 
(YPFB), correspondientes a su participación 
en la utilidades netas de cada campo, aña-
dida por la “nacionalización” a lo dispuesto 
en la Ley de Hidrocarburos 3085 del 2005.

Suponemos de manera optimista que, del 
valor del IDH, los departamentos, habrían re-
cibido un 13% neto —después de descontar 
las transferencias a municipios y universida-
des—, correspondiente a su participación en 
la suma acumulada de: el 12,5% destinado 
a los departamentos productores, el 31,25% 
para departamentos no productores y un 
18,75% adicional por concepto de compen-
sación a departamentos productores con in-
gresos inferiores al de algún departamento 
no productor (Fondo Compensatorio)4. En 
consecuencia, sumando su participación neta 
en el IDH, las regalías departamentales y las 
regalías compensatorias, los departamentos 
habrían recibido, en total, un 16,7% del va-
lor de venta de los hidrocarburos en el 2015.

Adicionalmente, las Universidades y los 
Municipios habrían percibido un 15% del 
ingreso por ventas, monto que proviene de 

3 Constituido por el 12% del IDH, según la Ley 
767 del año 2015.
4 Aunque este ítem es variable según la ley, asumi-
mos que en el peor escenario los nueve departa-
mentos obtienen un ingreso similar. 
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las transferencias directas del TGN y de las 
transferencias que realizan las gobernaciones 
departamentales. Sumando este porcentaje al 
de los gobiernos departamentales, tenemos 
que el conjunto de gobiernos departamen-
tales, municipios y universidades públicas, 
habrían recibido el 31,7% del valor de los 
hidrocarburos comercializados (Cuadro 1).

Finalmente, vale la pena mencionar algo 
sobre los limitados impactos positivos vin-
culados a la explotación de hidrocarburos, 
sobre la economía de las comunidades que 
habitan en las áreas donde se desarrolla 
aquella. Revisando información oficial, ha-
llamos que según el Censo Nacional de Po-
blación y Vivienda de los años 2001 y 2012, 
los municipios donde están ubicados los 
campos gasíferos más importantes, tenían 
elevados niveles de pobreza, aunque descen-
dentes, pese al auge de la actividad hidrocar-
burífera registrada en el período intercensal.

En el Cuadro 2 se puede apreciar que en mu-
chos de los nueve municipios pertenecientes a 
los departamentos de Chuquisaca, Tarija y San-
ta Cruz, donde se ubican los campos gasíferos 
en producción más grandes del país, persiste 
un elevado porcentaje de población pobre y, 
en todos ellos, la tasa de pobreza supera la tasa 
promedio de sus respectivos departamentos, 
lo que indica que, a pesar de contar con recur-
sos naturales que han generado los  mayores  
excedentes económicos durante la última dé-
cada, su población no ha alcanzado los niveles 
promedio de satisfacción de sus necesidades.

Se debe advertir, además, que, aunque el 
porcentaje de población pobre ha bajado en 
todos ellos —en grados distintos—, ello no 
indica que el resto de la población tenga sus 
necesidades básicas satisfechas. De hecho, la 
población ubicada en el Umbral de Pobreza 
supera, en promedio, el 20%, el 36% y el 15% 
en Chuquisaca, Tarija y Santa Cruz, respectiva-
mente. Dicha población —como está definida 
por el INE—, está “levemente” por encima de 
la norma de adecuación, es decir, tiene una 
alta vulnerabilidad frente a cambios económi-
cos fuertes, como es el caso de los sectores ex-
tractivos ligados a precios altamente volátiles.

Entonces, la presencia de este tipo de ac-
tividades económicas —conocidas como en-
claves en la literatura económica—, y ni si-
quiera la percepción de una parte de la renta 
por parte de sus gobiernos locales, garan-
tizan que en un tiempo tan largo como una 
década, la población avance radicalmente 
en la cobertura de sus necesidades básicas.

Un aspecto que explica, en parte, el escaso 
o reducido impacto de la actividad hidrocar-
burífera —caracterizada por ser intensiva en 
capital— es la poca vinculación de la activi-
dad extractiva con la expansión del mercado 
interno, expresada en este caso en la deman-
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la vigencia de una lógica centralista en las polí-
ticas públicas, explicable —aunque no justifica-
ble— por la necesidad de financiar las políticas 
del gobierno del MAS, orientadas más que al 
desarrollo, a la obtención de apoyo político que 
garantice su continuidad indefinida en el poder. 

Como la lógica en la distribución de los in-
gresos por la explotación de los hidrocarburos 
es la misma para el conjunto de los campos, 
se puede decir que, en el caso de Incahuasi, 
los mayores beneficiarios no serán los departa-
mentos que hoy disputan su posesión. El único 
aspecto particular sería que YPFB obtendría un 
10% de las utilidades netas, como socio mino-
ritario del Consorcio Aquío Incahuasi, confor-
mado de la siguiente manera: Total E&P Bolivie 
con el 50% de las acciones, Tecpetrol de Bolivia 
S.A. con 20%, GP Exploración y Producción S.L 
(Gazprom) con 20% y YPFB Chaco con el 10%. 

En resumen, los datos fríos develan que 
las luchas regionales por los beneficios de 
la explotación de los recursos hidrocarburí-
feros, en un contexto dominado por el inte-
rés de las transnacionales, resulta ser una 
pelea entre “hermanos pobres” por el pe-
dazo menor del  banquete, en la medida en 
que continúan relegados por el gobierno y 
sus “socias”, las empresas transnacionales. 

Por todo lo anterior, corresponde reivindicar 
una verdadera nacionalización de los hidrocar-
buros, lo que no puede entenderse sino como 
el control físico y efectivo de los medios de pro-
ducción del sector hidrocarburífero por parte 
de la empresa estatal YPFB, que debería ejercer 
la dirección y el monopolio de la cadena secto-
rial, garantizando la distribución  equitativa de 
los excedentes entre toda la población del país 
a través de políticas económicas que incentiven 
la diversificación productiva y de políticas so-
ciales dirigidas a mejorar de la calidad de todos 
los bolivianos, especialmente de los pobres.

da de mano de obra local. Como se puede ver 
en el Cuadro 3, los municipios mostraban en 
2012 una bajísima tasa de población ocupa-
da en actividades vinculadas a la explotación 
de hidrocarburos, conservando muchos de 
ellos su carácter principalmente agropecuario.

De la lectura de la información precedente, 
podemos concluir diciendo que la distribución 
del valor de los hidrocarburos, dispuesto por 
la supuesta nacionalización de 2006, no favo-
rece a los gobiernos subnacionales, sino, en 
primer lugar, a las empresas transnacionales. 
Estas no sólo que obtienen una suma importan-
te por concepto de ganancias, sino que tienen 
un amplio margen de maniobra para decidir el 
valor de los Costos Recuperables, debido a la 
falta de fiscalización del gobierno que no ha 
cumplido con los mandatos de las leyes sec-
toriales; un efecto reconocido de ello es que, 
en los últimos años, se ha producido una ele-
vación constante de los costos, contradicto-
ria con la caída persistente de la producción. 

En segundo lugar, se aprecia que el gobierno 
central absorbe un porcentaje similar al del con-
junto de los nueve departamentos, confirmando 
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